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La dependencia que las finanzas
municipales mantienen respecto de
las participaciones de recursos fis­
cales y de las aportaciones federa­
les, es uno de los principales pro­
blemas de federalismo fiscal que
requiere de un tratamiento serio y
profundo, para encontrar alter­
nativas de solución en el marco de
la reforma hacendaria integral tan
necesaria en el país. En la actua­
lidad, los gobiernos locales finan­
cian únicamente la cuarta parte de
su gasto anual con ingresos pro­
pios, dependiendo de los recursos
federales que se les transfieren y
del crédito para completar sus pre­
supuestos.

Como es sabido, el concepto de
participaciones constituye un ele­
mento intrínseco al pacto fiscal

entre los tres niveles de gobierno
constituido en el México postrevolu­
cionario. Su origen lo encontramos
en la Primera Convención Nacional
Fiscal de agosto de 1925, la cual se
propuso uniformar el sistema de tri­
butación y eliminar la inestabilidad
que la concurrencia federal y local
provocaba en la vida económica
nacional. El principal resultado de
esta Convención fue la formaliza­
ción de un proceso de coordinación
tributaria, el cual delimitó las facul­
tades impositivas predominante­
mente a favor del gobierno federal,
aspecto que se profundizará en los
años siguientes.

Junto con la apropiación de los prin­
cipales impuestos por parte del
gobierno federal se estableció el
mecanismo, denominado de

Este artículo fue escrito en colaboración con el Lic. Abel Jiménez Alcázar.
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ESTRUCTURA PORCENTUAL DE
INGRESOS FISCALES 1900-1975

Fuente Sobarzo Horacio, "La Cuestión Fiscal y el Nuevo
Federalismo", en EstudIOS Sociológicos El Colegio de MéxIco
vol XXVII. num 51, sept- die 1999, p. 749

significativamente a favor de la Fe­
deración que concentraba ya el
90% de los ingresos, cayendo los
ingresos de los estados al 8.6%, y
los correspondientes a los munici­
pios apenas al 1.3%. Esta caída de
los ingresos fue acentuando la de­
pendencia estatal y municipal de las
participaciones.

El actual sistema de coordinación
entre los tres niveles de gobierno
descansa en la Ley de Coordina­
ción Fiscal de 1980, que a lo largo
de los años ha tenido diversas
adecuaciones, pero que mantiene
el sistema de participaciones como
la forma principal de coordinación
en materia hacendaria entre la
Federación y los gobiernos estata­
les. Esta ley considera también los
ingresos tributarios de la Federa­
ción como la base para determinar
el monto global de las participacio­
nes, y establece las fórmulas,

Municipios
12.9
12.9
8.4
5.3
3.3
2.8
1.6
1.3

Estados
24.1
14.5
22.9
23.3
18.4
18.6
12.0
8.6

Año Federación
1900 63.0
1923 72.6
1930 68.7
1940 71.4
1950 78.3
1960 78.6
1970 86.4
1975 90.1

El sistema fiscal que se fue confor­
mando en el país, basado en la
imposición de la Federación y la
acotación de las atribuciones fisca­
les de los gobiernos locales, a cam­
bio de retribuirlos con participacio­
nes sobre la captación federal,
condujo a una creciente centraliza­
ción federal recaudatoria, con la
consecuente reducción progresiva
de la recaudación de los gobiernos
locales. El impacto en la captación
de ingresos por los distintos niveles
de gobierno se refleja en el hecho
de que mientras en 1930 el go­
bierno federal captaba el 69% de
los ingresos en el país, los gobier­
nos estatales el 23% y los
municipios el 8%; para 1975 esta
proporción se había inclinado

participación, que consistía en otor­
gar a los estados parte del rendi­
miento de ciertos impuestos a con­
dición de que se suprimieran o no
decretaran gravámenes locales si­
milares. Si bien este mecanismo
evitaba la doble imposición, tuvo el
inconveniente de obligar al Estado
a perder su autonomía fiscal,
limitando la capacidad de las ha­
ciendas locales para adaptar la
recaudación a sus necesidades
presupuestarias, y perdiéndose a­
demás la relación directa entre los
ingresos y los gastos de una enti­
dad federativa.
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mediante las cuales se determinan
los montos y la entrega de las parti­
cipaciones de los diversos gravá­
menes a las entidades federativas.

En 1980 se estableció también el
Impuesto al Valor Agregado (lVA)
como impuesto federal, lo que per­
mitió un inmediato aumento sustan­
cial de la recaudación, y la deroga­
ción de la mayoría de los impuestos
estatales indirectos al consumo.
Esta última medida provocó la
caída de los ingresos estatales, la
cual fue compensada por el eleva­
do aumento de las participaciones
federales, que pasaron de 24.8 a
43.1 % en esos años. Si bien los
estados se beneficiaron de esta
medida, ya que les significó un
aumento real inmediato de 34% en
sus ingresos totales, por otra parte
incrementó su dependencia de las
asignaciones federales y desincen­
tivó los esfuerzos recaudatorios
locales, aspectos que se agudiza­
rán en los años posteriores.

La Ley Fiscal de 1980 estableció la
obligación para los estados de en­
tregar a los municipios, como míni­
mo, el 20% de participaciones fede­
rales que obtuviesen. Posterior­
mente, en 1983 se modificó la Ley
de Coordinación Fiscal, para am­
pliar las participaciones fiscales
canalizadas a los municipios a tra­
vés del Fondo Financiero Comple-
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mentaría. Además, se impulsó el
Fondo de Fomento Municipal para
compensar a los municipios con
menores participaciones.

Estas modificaciones no trajeron
beneficios inmediatos a los ayun­
tamientos. A partir de 1984, las
contingencias económicas que el
país enfrentó mantuvieron una caí­
da de las participaciones federales
durante los años 80 y sólo a finales
de esa década comenzó su recu­
peración, lo cual redundó, a su vez,
a favor de las participaciones de los
ayuntamientos.

En una retrospectiva de los últimos
veinte años del siglo pasado, se ob­
serva que, en términos reales, las
asignaciones a los estados vía
participaciones se incrementaron
en 72% durante el periodo 1981 ­
2000. En los años 80, las presiones
presupuestales mantuvieron el
monto de las participaciones en los
niveles alcanzados luego de esta­
blecida la Ley de Coordinación Fis­
cal de 1979. En el sexenio 1988 ­
1994 la recuperación económica
favoreció un incremento de las
participaciones de 41 %. La admi­
nistración del Presidente Zedilla
imprimió, a partir de 1996, otro
ascenso significativo a las partici­
paciones, de 39%. Como porcen­
taje del PIS, las participaciones pa­
saron del 2.5 al 3.8% durante las
dos décadas de referencia.
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En el caso de los municipios, con­
viene referir que si bien la Ley de
Coordinación Fiscal de 1980 deter­
minó una distribución de al menos
20% de las participaciones asigna­
das por entidad federativa, durante
los años ochenta, los ingresos
municipales por ese concepto se
mantuvieron por debajo de esa
proporción. A partir de los años 90,
la distribución de las participa­
ciones ya se ajustó al precepto se­
ñalado, e incluso hubo años como
los de 1998 y 1999 donde el porcen­
taje ascendió al23 y 24%.

Otro aspecto vinculado a la cues­
tión de las participaciones es el re­
ferente a la descentralización del
gasto público. A inicio de los 80, el
gobierno federal estableció el ''Ra­
mo 26 - Desarrollo Regional", para
canalizar recursos a los gobiernos
locales, los cuales fueron ejercidos
de manera descentralizada en los
estados y municipios. Durante el
último lustro del siglo pasado tuvo
lugar un importante impulso a la
descentralización del gasto público.
El "Ramo 33 - Aportaciones a esta­
dos y municipios" vino a sustituir al
Ramo 26, e integró los recursos
financieros destinados a los ser­
vicios descentralizados de salud y
educación, al equipamiento de los
cuerpos de seguridad pública, así
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como partidas con un manejo direc­
to de los municipios para inversión
en servicios básicos.

Durante este periodo se creó tam­
bién el Ramo 25 para ampliar los
recursos descentralizados en apo­
yo al sector educativo del Distrito
Federal. Finalmente, para el ejer­
cicio fiscal 2000 los legisladores
autorizaron una partida especial
para apoyar diversos programas
educativos, de salud, seguridad pú­
blica e infraestructura en los esta­
dos y municipios, integrados bajo la
denominación de Programas de
Apoyo para el Fortalecimiento de
las Entidades federativas (PAFEF).
Todo lo anterior significó un impor­
tante incremento del gasto descen­
tralizado a estados y municipios.

Considerando en forma conjunta,
tanto el gasto público descentra­
lizado como la distribución de las
participaciones federales, puede
verse que efectivamente durante el
sexenio de Ernesto Zedilla tuvo
lugar un importante incremento en
la asignación de recursos a los
estados y municipios, particula­
rmente a partir de 1998. La derrama
de recursos presupuestales a los
estados y municipios, comparada
con el monto total del PIS, mantiene
una tendencia ascendente, al pasar
de 3.2% en 1995 a 6.3% en 2000.
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PIS, PARTICIPACIONES FEDERALES Y GASTO DESCENTRALIZADO,
1994-2000

(millones de pesos constantes, 1993)

Participaciones
Fondo para el Derrama a Participación

Año PIS Ramo 26 Ramo 33 Fort. mpios y Edos y de la derrama
federales

D.F. Mpios. en el PIS

1994 1,312,200 38,209 7,325 O O 45,534 3.5
1995 1,230,608 32,841 6,057 O O 38,898 3.2
1996 1,293,859 36,230 5,661 O O 41,891 3.2
1997 1,381,525 41,079 5,055 O O 46,134 3.3
1998 1,448,135 42,757 1,302 48,180 2,534 94,773 6.5
1999 1,501,008 45,676 1,314 49,374 O 96,364 6.4
2000 1,572,318 48,111 O 50,267 O 98,378 6.3

Fuente. Elaboraciones propias a partir de datos de las Cuentas de la Hacienda Pública Federal, 1989-1994, Secretaría de
Programación y Presupuesto y Secretaría de Hacienda y Crédito Público

Sin embargo, esta descentraliza­
ción de recursos fiscales profundizó
la dependencia financiera de los
estados y municipios respecto a la
hacienda federal. Ello como resul­
tado, en primer término, de una total
desproporción entre la captación de
la federación y la que realizan los
gobiernos locales. En 1999, el
gobierno federal captó el 95% de
los ingresos generados por vías
impositivas y cobro de servicios
públicos, los estados el 2% y los
municipios apenas el 3%. La debi­
lidad de las administraciones tribu­
tarias estatales se debe a la ausen­
cia de nuevas fuentes tributarias de
ingresos, sus deficientes sistemas
de recaudación y administración ya
su crónica dependencia de las par­
ticipaciones y transferencias fede­
ralesY)

En el caso de los municipios, el pro­
blema es más acentuado. En el pe­
ríodo 1975-1979, los ingresos por
impuestos representaron en pro­
medio el 16% de los ingresos tota­
les de los ayuntamientos, porcenta­
je que aumentó en el periodo 1990­
1995 al 18%. Por su parte, la pro­
porción promedio de los derechos
en los ingresos municipales se
redujo de 10% registrado en 1975­
1979, a 7% en 1990-1995. Sin em­
bargo, para los mismos periodos,
las participaciones federales
pasaron de 14 al 48% del total de
los ingresos municipales.(2)

Con el crecimiento de las transfe­
rencias de aportaciones del ramo
33 y del PAFEF, la dependencia
municipal de los recursos federales
se ha agudizado. En 2001, las

(1) Hernández Tnllo, Fausto Manejo de Riesgos FinanCieros en las Entidades Federativas de México Fondo de Contingencia Estatal para
evitar Riesgos Macroeconómicos. Documentosde Trabajo NO.191. CIDE, 2000.

(2) Ibarra Salazar, Jorge, et. al "Participaciones Federales y Dependencia de los Gobiernos MUnicIpales en MéxIco, 1975. 1995", en
InvestIgación Económica, numo 137. Julio - septiembre 2001. México, pp. 44-46
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participaciones federales recibidas por los ayuntamientos representaron el
42% de sus ingresos, mientras que las aportaciones habían alcanzado ya el
33%. Es decir, que en los últimos años las tres cuartas partes de los ingresos
municipales se integran con recursos provenientes de la Federación.

Concentrado Nacional de Ingresos Municipales 1996 - 2001
(millones de pesos constantes)

Ingresos 1996 1997 1998 1999 2000 2001

Ordinarios 48144 51897 65798 78786 88873 99939
Propios 16,704 17,107 19,357 19,912 20,809 23,587
Impuestos 8,074 8,005 8,333 8,336 9,303 10,466
Predial 4,895 4,693 6,983 5,044 5,466 6,434
Derechos 3,651 3,772 4,370 4,727 5,255 5,840
Productos 1,659 1,681 2,017 1,994 1,754 1,804
Aprovechamientos 2,952 3,250 4,251 4,450 4,029 5,044
Contribuciones 367 400 386 406 469 432
Participaciones y 31,441 34,790 46,440 58,873 68,063 76,352
Transferencias Federales
Participaciones 28,764 32,420 38,325 42,706 43,461 42,831
Trasferencias y Aportaciones 2,677 2,370 8,116 16,168 24,603 33,521

Fuente. ElaboraCiones propias, con datos de INEGI tomados de Fmanzas Publicas 1989 - 1997 YFmanzas
Públicas 1998 - 2001

Interesa también abordar el PARTICIPACIONES FEDERALES PAGADAS A LAS

aspecto referente la orientación
ENTIDADES FEDERATIVAS 1984·2001

a
Entidades 1984 1988 1994 1995 1998 2000 2001

que se ha pretendido dar a la Federativas
Aguascallente5 0.9 O., 11 11 11 12 11

distribución de las participaciones Baja California 2.7 2.6 2.9 '.9 " " 2.7
B.e.Sur 0.6 0.6 0.6 0.6 0.6 0.7 0.6

hacia las entidades federativas. Campeche 12 1.1 12 " 11 1 , 12
Coahulla 2.5 1.S 23 24 , .5 '.4 , .5

Dicha distribución muestra dos
Colima 0.7 0.6 OS OS 0.7 O., 0.7
Chiapas 3.6 3.9 3.7 3.7 3.7 3.' 3.'
Chihuahua '.6 '.6 '.9 2.' , 9 3.0 3.3

momentos. Durante los años 80, las D.F. 20.7 22.7 15.4 15.4 , 3.8 130 130
Durango 12 1.1 lA 14 1 4 1 4 1.5

participaciones se asignaron a los Guanajuato '.7 2.9 37 3S 3.7 3.' 3.'
Guerrero 1 6 '5 24 , 3 2.4 2.2 "

estados principalmente partir de
Hidalgo 1.4 1.4 1 , 1 , 1 9 19 1.'

a Jalisco 5.' 5.9 60 63 60 6.1 6.1
México 10.3 10' , 0.3 104 107 1'.4 11.1

un criterio resarcitorio, que Michoacán 1.9 1.' 30 3.0 3.0 3.0 3.0
M orelos , .0 1 O 1 5 1.5 1.5 15 1.5

otorgaba recursos de acuerdo con Nayarll 1.0 09 11 11 1.0 1.0 1.0
Nuevo León 5.3 54 44 4.' 4.7 4.6 46

los niveles de recaudación fiscal
Oaxaca 1.7 1 5 , .7 , .7 , .5 '.5 24
Puebla '.6 24 3.' 3.7 " 39 39

hacía
Querétaro 11 1 O 1 4 1 6 1.5 1 6 1.6

que se en su territorio. Lo Quinlana Roo 0.6 07 O., O., 09 1 O 11

San Luis Polosí 1 5 1.3 1.9 1.9 1 9 1 9 1 9

anterior favorecía a las entidades Slnaloa " , .6 , .6 , .5 , 5 , 5 , .5

Sonora 31 3.' 3.0 '9 3.' 30 3.1

con mayor dinámica económica, Tabasco 7.0 6.5 4.3 4 , 4 9 4.' 4.7
Tamaullpn 29 30 3.0 '.9 3.0 3 1 3.3

como en el caso del Distrito Federal
Tlaxcala 0.9 O., 1.0 1.0 1 O 1.0 1.0
Veracrul 6.0 6.0 , 2 6 O 6 , 6.0 5.9
Yucatán 1 3 1 3 15 1.5 1.6 l.' 1.6

que al aportar más del 25% del PIS Zacaleca. 1.' 1.1 1.3 1.3 1.3 1.3 '.3

TOTAL 100 100 100 100 100 100 100

recibía alrededor del 20% del total IIJFnle Est,maClonn con nase er datos 'Je Spo- de la
Federa' SHCo- de la H J\I"nda PUb"ICJ Federal

de las participaciones.
20(1

76



A partir de 1991 se sustituyó el cri­
terio resarcitorio por la redistribu­
ción (de la mayor parte del fondo de
participaciones) a partir de la pro­
porción que representa la población
de cada entidad con respecto al
total nacional. Si bien pareciera que
este criterio es más equitativo, debi­
do a que las participaciones se en­
tregan de acuerdo al número de
habitantes de cada Estado, resulta
también que las entidades con
escaso dinamismo poblacional han
visto reducir sus participaciones. Es
el caso del Distrito Federal que con
este nuevo criterio redujo su
participación a niveles del 13%,
pero también de Nuevo León,
mientras que el Estado de México,
Oaxaca y Chiapas, entre otros,
incrementan su proporción en el
total nacional.

Pero también las aportaciones del
Ramo 33 y el PAFEF se están dis­
tribuyendo, en su gran mayoría, de
acuerdo al criterio poblacional. En
este sentido, en los últimos años se
ha incrementado la crítica a los cri­
terios de distribución de las partici­
paciones y transferencias federales
conforme al criterio poblacional,
aduciendo principalmente que ello
impide incentivar a la mayoría de
las entidades federativas para que
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incrementen su capacidad recau­
dadora, ahondando la dependencia
que presentan de recursos fede­
rales.

Si bien el cambio del criterio resar­
citorio por el criterio poblacional
para determinar la distribución de
los recursos descentralizados
pretendía imponer un sentido de
equidad a favor de los estados con
mayores carencias, a fin de que
éstos pudiesen contar con recursos
para salir de su rezago económico y
social, los resultados no parecen
dirigirse hacia los objetivos plan­
teados.

Un indicador de lo anterior resulta
de la comparación de la aportación
de cada una de las entidades
federativas al Producto Interno Bru­
to Nacional en 1980, 1985 (cuando
se resentían los efectos agudos de
la crisis), 1993 (año en el que se
habían ya recuperado los montos
de participaciones fiscales, que
incluso alcanzaban incrementos
superiores aI40%, y los recursos de
desarrollo regional destinados
antes de los ajustes estructurales
de los años 80), y 2000 (en cuyo
ejercicio se habían ya integrado las
aportaciones federales y el PA­
FEF).
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PRODUCTO INTERNO BRUTO NACIONAL.
APORTACION POR ENTIDAD FEDERATIVA

10 "tll" U(Iú r, ~ ú 1( el".', r,
Entidad FederatlYll 1980 1985 , gee 1993 2000

A gUllscllllenhs O 6 e, IJ7 1 o 1 2
Baja California 2 2 ~ -+ . 8 ] )

Baja Callfornlll S" (1 4 II -+ '1 5 O " "5

Cam peche 3 , 1 I 1

e ollhuilll 2 ¡ 2 , 3 1
Colim II '1 " " O O 6 o 6

Chiapas 1
"

, 1

Chihuahu. 2 '1 3 o , •
Distrito F <IIderal ", , 21 " 21 4 _'5

"
n .

DurBngo 1 , 1 1 1 1 1 ,
Guanajuato 1 ) 2 3 .' 3

Guerrero , ¡ 1 ¡ 1 , , I ¡

H idlllgo , 1. I 1 ,
Jalisco " 3 " 54
Mhlco 11 , 1(1 3 '0 8
M ichoacán 3 2 ,

M ore los 1 , 1 , ,
Nayarit ') ¡ O 7
Nuevo Leo n .4 .; 1 6 4

Oallltll 1 ¡

Pueb l. 3 1
Querttlro

"

9 1 3 I , 1
Q uint. nI Roo

" "

7 , I

S" Luis PotOSI I 3 1 C~ 1 8 I

Sinlloa 2 , 2 O
S ono ra 2 6
Tabasco 2 9 2 ¡ ,
Tamaullpaa 2 8 7

Tlaxclllill " ,1 6 5
"VeracruI I , ,) , 1

Yu catán 1 I I I 3 1 3
Zacatecas

" "
, O 8 O 8

Aguas territoriales 1
TOTAL 1""" 1(11j 1('00
Fuenle t,.;o "n IJ do. de INE"·'
'.10"00 "od"nl,d.d Fed."II'"

Agrupando las entidades por re­
giones geográficas, encontramos
que, mientras los estados fronteri­
zos del norte incrementan su apor­
tación al PIS Nacional (a excepción
de Tamaulipas), los estados del
Sureste reducen su aportación o en
el mejor de los casos la mantienen.
Así, entre 1980 y 2000, Nuevo León
incrementa su participación del 5.9
al 6.9%, yen contraposición, Oaxa­
ca la reduce de11.8 en 1985 aI1.5%
en 2000, y Chiapas también baja su
participación del 2.6 al 1.7%. Otros
estados del centro del país también
incrementan su aportación, como
Aguascalientes, que pasa del 0.6 al
1.2%, Querétaro del 0.9 aI1.7% yel
Estado de México del 9.8 al 10.8%.
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En el caso del DF, continúa su ten­
dencia a la baja aunque mantenien­
do todavía el 22.7% del PIS Nacio­
nal, la más alta contribución a nivel
estatal y que duplica la aportación
inmediata en tamaño del Estado de
México.

De lo anterior se deduce entonces,
que los estados que recibieron
durante la última década del siglo
pasado proporcionalmente mayo­
res volúmenes de recursos federa­
les descentralizados, como son las
entidades del Sureste, no han
logrado revertir su bajo nivel pro­
ductivo. Pareciera entonces que los
recursos allegados a estos estados
carecen de una planeación y admi­
nistración adecuada para su mejor
utilización en el fomento al desarro­
llo, o continúan siendo sólo sufi­
cientes para mantener las poi íticas
asistenciales de atención a los
amplios sectores sociales en condi­
ciones de pobreza que prevalecen
en estas entidades federativas.

Por su parte, la Federación se en­
frenta actualmente a crecientes
dificultades para incrementar sus
fuentes de financiamiento, lo que
hace impostergable transforma­
ciones estructurales en el aparato
fiscal para ampliar sus capacidades
de recaudación, bajo criterios de
equidad. Esta limitante inhibe a su



vez su capacidad para aportar bie­
nes públicos que procuren revertir
la desigualdad existente entre esta­
dos ricos y pobres. Las asignacio­
nes a los estados y municipios si
bien han crecido en los últimos
años, no podrán hacerlo indefinida­
mente, además de que los meca­
nismos de distribución cada vez
están siendo más cuestionados por
la dependencia financiera que han
creado para los gobiernos locales
respecto del gobierno central, y
además porque desestimulan la
corresponsabilidad de las adminis­
traciones locales de mejorar sus
aparatos fiscales.

Es insoslayable que la reforma
fiscal que el país requiere debe
partir de incorporar, en el mayor nú­
mero posible, a todos aquellos
contribuyentes que requieran cum­
plir con sus obligaciones fiscales,
así como hacer más eficientes los
sistemas para combatir a quienes
ya cautivos buscan eludir sus con­
tribuciones. El logro de una mayor
eficiencia de los aparatos recauda­
torios se extiende necesariamente
hacia los correspondientes apara­
tos estatales y municipales, los
cuales actualmente enfrentan
serias limitaciones en materia de
profesionalización de sus cuadros,
bajo grado de tecnificación y falta
de controles de operación.
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Por ello es necesario encontrar me­
canismos tendientes a modernizar
los sistemas recaudatorios esta­
tales y municipales, que permitan
elevar la recaudación de los ingre­
sos tributarios y no tributarios ya
establecidos, abatiendo la evasión
y la elusión, y con ello hacer más
efectiva la equidad fiscal.

Aunado a lo anterior, se requiere
encontrar fórmulas idóneas para
estimular a los estados y municipios
a fin de elevar sus niveles de recau­
dación. La dependencia financiera
de las participaciones y aportacio­
nes federales, ha producido en los
últimos años el efecto de que exista
poco interés de los gobiernos
locales para elevar la recaudación,
puesto que con los criterios distribu­
tivos poblacionales mantienen
aseguradas sumas importantes de
recursos federales, sin estar obli­
gados a realizar esfuerzos mayores
para lograr mejores resultados re­
caudatorios.

En materia de ingresos tributarios,
partiendo de la consideración de
que los principales impuestos (ISR,
IVA e IEPS) están centralizados,
existen propuestas estatales que
plantean la posibilidad de que parte
de los ingresos captados por estos
conceptos se queden en los propios
estados donde se generan. Una
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propuesta menos radical y posible­
mente más viable es precisamente
introducir criterios resarcitorios en
la distribución de las participacio­
nes federales que refleje el esfuer­
zo recaudatorio de los estados y
redunde a su vez en un mayor acce­
so a los recursos descentralizados.

Sin embargo, sustituir el criterio po­
blacional por el resarcitorio en este
momento, dada la desigualdad
regional existente, traería severos
perjuicios a los estados pobres. Por
tanto, el reto en esta materia de
federalismo fiscal es lograr equili­
brios entre los criterios resarcitorios
y poblacionales, para continuar
apoyando a los estados pobres,
pero procurando también un mayor
compromiso de éstos para elevar
su eficiencia fiscal, que a la larga
será en su propio beneficio.

Otro tema de debate relacionado
con esta materia, se refiere a pro­
mover una mayor descentralización
de potestades tributarias de la Fe­
deración hacia los estados y muni­
cipios, de manera que los gobier­
nos locales pudieran aplicar
mayores impuestos en beneficio
directo de sus finanzas. Sin embar­
go, en varios estados los gobiernos
locales no ven con buenos ojos la
aplicación de más impuestos, por el
costo político que les implica. Inclu-

so, son varios los estados que des­
aprovechan potestades tributarias
que ya poseen, argumentando que
se trata de impuestos de baja
recaudación. En este sentido, la
Secretaría de Hacienda y Crédito
Público informó recientemente que
en 30 entidades federativas se
aplica el impuesto sobre hospeda­
je, en 29 de éstas el impuesto de
enajenación de vehículos y bienes
muebles, en 27 entidades el im­
puesto sobre nómina, y sólo 14
gobiernos locales cobran la tenen­
cia a vehículos de más de 10
años.(31

El impuesto predial constituye ac­
tualmente el concepto con mayor
potencial para los gobiernos loca­
les. Con las reformas el artículo 115
constitucional en 1983, que entre
otros aspectos transfirió la potestad
de administrar este impuesto por
parte de los gobiernos municipales,
se abrió una importante veta para
las finanzas locales, que en la gran
mayoría de los municipios del país
no ha podido ser aprovechada ante
las limitaciones técnicas, de recur­
sos humanos y de aparatos admi­
nistrativos que presentan.

Particularmente durante los años
90, los municipios grandes y algu­
nos de tamaño medio lograron
avanzar en la modernización de sus

(3) Secretaría de Hacienda y Crédito PúbliCO, Dlagnóst¡co de la SituaCIón Actual de las Haciendas Públicas Estatales y MuniCipales, MéXICO,
2003
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sistemas catastrales, incremen­
tando con ello su captación por este
concepto. A finales de la década
pasada, evaluaciones sobre las
finanzas locales reportaron un
reflujo en la captación del impuesto
predial, y en respuesta, el Poder
Legislativo federal estableció
disposiciones para incentivar a los
gobiernos locales en la moderniza­
ción de sus sistemas y la actualiza­
ción de los valores y tarifas catas­
trales para revertir esa tendencia. (4

)

Un resultado inmediato a la aplica­
ción de esta disposición legislativa,
puede ser el incremento en alrede­
dor de mil millones de pesos que
tuvo en el año 2001 la captación de
ingresos por el cobro del impuesto
predial a nivel nacional.(5) Para los
municipios resulta urgente que se
establezcan en el país políticas de
largo alcance que se propongan la
modernización y fortalecimiento de
los sistemas catastrales. Estas
políticas deben promover particu­
larmente el aprovechamiento de las
líneas de crédito de los bancos de
desarrollo para el financiamiento de
proyectos de modernización
catastral, dada la rápida elevación
en la captación que generan, y por
tanto, la amortización de los crédi­
tos. Junto con ello, se debe profun-
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dizar la descentralización de la
administración de los sistemas ca­
tastrales de los estados hacia los
municipios.(6)

También en materia de derechos,
productos y aprovechamientos, los
estados y municipios pueden
mejorar su recaudación. Por ejem­
plo, los derechos por el uso de agua
potable y drenaje, el tratamiento de
residuos sólidos, entre otros, cons­
tituyen conceptos de favorable po­
tencial para los gobiernos locales.
Sin embargo, se requiere una vez
más considerar la necesidad de
apoyar la modernización de los sis­
temas operadores de los servicios
públicos, así como la actualización
de las tarifas a los costos reales de
dichos servicios, y una vez más el
combate a la evasión y a la elusión
del pago de estos conceptos. Sobre
este aspecto, cabe mencionar que
los principales consumidores que
evaden el pago de sus contribucio­
nes y la ineficiencia de los aparatos
fiscales, aunado a la corrupción
interna, favorecen la persistencia
de estas prácticas.

La limitada capacidad de los gobier­
nos estatales y municipales para
financiar inversión productiva, así
como obras públicas, obliga a

(4) La reforma al Artículo Qumto Transltono, expedida el23 de Diciembre de 1999, establecIó que antes del inicio del ejercIcIo fiscal de 2002,
las legislaturas de los estados, en coordmación con los municipios respectIvoS, establecieran medidas para equiparar los valores unitarios
de suelo con los valores de mercado, así como realizar las adecuaciones correspondientes a las tasas aplicables para el cobro del
impuesto predlal, buscando con ello contnbulr a la elevación de la recaudacIón por este concepto.

(5) Mientrasen el año 2000 los Ingresos por concepto de pago del predlal a nivel nacional fue de 5.4 mil millones de pesos, en 2001 se elevó a
6,4 mil millones

(6) Recientemente la Sedesol reportó que de 1995 a 2002 el número de muniCipios que realizan directamente el cobro del predial creció de 66
a82%
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considerar, en los planteamientos
de reforma fiscal, la necesidad no
sólo de encontrar los mecanismos
para incrementar los ingresos de
los gobiernos locales, sino también
de hacer más eficiente la aplicación
del gasto, que permita ajustar el
gasto corriente en beneficio de una
mayor proporción destinada al
gasto de inversión.

Asimismo, dichos recursos públi­
cos requieren complementarse con
una mayor participación de los
sectores privado y social. Existen
experiencias en algunos municipios
importantes del país, donde servi­
cios públicos, como la conducción y
distribución de agua, el manejo de
residuos sólidos y el tratamiento de
agua residuales, han incorporado
ya la participación de la inversión
privada, con lo cual han reducido la
presión en el gasto público para el
financiamiento de estos servicios.(7)

De dichas experiencias deben to­
marse las enseñanzas que permi­
tan establecer los marcos norma-

tivos y legislativos adecuados para
favorecer con mecanismos simplifi­
cados la inversión privada, y al mis­
mo tiempo fortalecer la capacidad
gubernamental de regulación y su­
pervisión, para determinar con
precisión las obligaciones y, en su
caso, las sanciones que correspon­
dan a las empresas, y así favorecer
la complementariedad entre la
acción pública y el interés privado.

Finalmente, cabe destacar también
la necesidad de profundizar no sólo
la descentralización de atribucio­
nes y recursos del gobierno federal
a los gobiernos locales, sino
además la propia descentralización
de los gobiernos locales hacia los
municipales. Existen evidencias de
que las prácticas centralistas se
han transmitido hacia el interior del
país.

Los resultados del ejercicio fiscal
2000 muestran que del total del
gasto ejercido en las entidades fe­
derativas y el Distrito Federal, el
18.9% se ejerció directamente por

(7) La Empresa Paramuniclpal de ServicIos Aguas de Saltillo (SIMAS) constituye un buen ejemplo de incorporación del sector privado al
financiamiento de los servicIos públicos municipales. Luego de varios meses de análisis de alternativas de solución a los problemas de
abasto y distribución de agua en el municipio de Saltillo, e incluso de consulta pública a la comunidad, en octubre de 2001 SIMASlnlCIÓ sus
operaciones como una empresa mixta encargada de \a operación del servicio de agua en Saltillo, con participación mayoritaria de 51% del
Ayuntamiento, y e149% restante del socio privado
La creación de esta empresa no implicó la privatización del servicIo Su operación legal consiste en una asOCiaCIón donde el municipio
mantiene la propiedad de la infraestructura, y concesiona a los SOCIOS privados los derechos de uso de la infraestructura De esta manera,
se logró atraer inversiones y créditos por másd~ 80 millones de pesos para realizar mejoras, ampliaciones y la adquisición de tecnologias
de punta para los sistemas de operación y administración de los servicios de agua potable, todo lo cual se ha incorporado al patrimonio de
esta empresa paramunicipal.
Al año de operación y sin haber incrementado en términos reales las tarifas de agua, Simas cubrió la totalidad de sus adeudos con
BANOBRAS y proveedores, cubrió con oportunidad el pago de derechos a CNA, por primera vez en la historia municipal el sIstema local
presentó finanzas sanas, yse Incrementó en 50% el suministro doméstico de agua.
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los gobiernos municipales. Dicho
porcentaje se encuentra subvalora­
do en la medida de que en el gasto
estatal se consideran el total del
correspondiente al gobierno del
Distrito Federal (y que corresponde
al 12.5% del gasto total estatal).
Excluyendo el gasto del DF, y consi­
derando únicamente a las entida­
des federativas, el gasto municipal
ejercido representa el 21.6% del
gasto total estatal.

De tal manera, 16 entidades fede­
rativas presentan una proporción
de gasto municipal por encima del
21.6%. Llama la atención particu­
larmente que entidades como
Oaxaca, Puebla y Veracruz, ubica­
das entre aquéllas que cuentan con
el mayor número de municipios,
tengan una proporción de gasto
municipal inferior al 16%, lo que en
una primera conclusión permite
plantear que los ayuntamientos en
estos estados reciben cantidades
mínimas de recursos federales. La
atomización de los municipios y sus
carencias en materia de administra­
ción pública son sin duda aspectos
que tienen que ver con esta baja
descentralización. Sin embargo, la
centralización de los recursos no se
refleja tampoco en un mejor apro­
vechamiento de los mismos, pues
como ya se ha visto, en estos esta­
dos las tendencias de su crecimien­
to no son favorables.

Participaciones y Aportaciones
Federales en las Finanzas
Municipales

Conclusión

La descentralización política, eco­
nómica y administrativa que ha
tenido lugar en México durante las
dos últimas décadas, si bien es aún
insuficiente, también ha generado
condiciones propicias para seguirla
profundizando en pro de nuevos
procesos de desarrollo para los
estados y municipios del país. En
este contexto, la elaboración yapli­
cación de las nuevas políticas de
desarrollo regional que habrán de
aplicarse en los próximos años a lo
largo del territorio nacional, recae­
rán predominantemente en los
gobiernos locales.

Profundizar la descentralización no
sólo permitirá fortalecer los proce­
sos democráticos en el país, hacer
más eficiente la acción promotora
de los gobiernos estatales y muni­
cipales, y mejorar su prestación de
servicios públicos, sino también
vincular de manera más efectiva
esta creciente participación ciuda­
dana en los procesos de asignación
y control de los recursos públicos
que se destinan al fomento econó­
mico de su ámbito local.

La disponibilidad de recursos su­
ficientes por parte de los gobiernos
locales para asegurar su función
promotora, constituye el comple-
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mento de un nuevo modelo de im­
pulso al desarrollo regional. La des­
centralización fiscal sin duda debe
formar parte de una reforma fiscal
integral, que permita sustentar un
nuevo aliento al desarrollo regional
en las próximas décadas.

La reforma fiscal integral es hoy en
día una necesidad insoslayable.
Con ella no sólo se podrán cubrir las
necesidades del gobierno central
de contar con mayores recursos
para atender importantes proble­
mas de trascendencia mediata,
como el crecimiento de los pasivos
laborales y el financiamiento de las
empresas pl.Jblicas energéticas
como punta de lanza para la reac­
tivación económica, sino también
los requerimientos de descentrali­
zar mayores atribuciones fiscales a
los estados y municipios, para que
cuenten con recursos suficientes y
oportunos en la atención de sus
necesidades directas de desarrollo.

La Convención Nacional Hacenda­
ria constituye el foro propicio para
replantear los términos del fede­
ralismo fiscal y avanzar en la prepa­
ración de los contenidos de las
reformas que establezcan bases
firmes en esta materia. Si los resul­
tados de este evento trascendental
son positivos, resultará de funda-
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mental importancia la labor que
realice el Congreso de la República
para traducirlos en las reformas
legislativas definitivas para en­
cauzar la conformación del nuevo
sistema fiscal que sustente el pro­
yecto nacional del siglo XXI.




